APUNTES SOBRE REHABILITACION

CONSIDERACIONES GENERALES

La rehabilitación en España no alcanza las cifras de negocio que son habituales en otros países de nuestro entorno. Por ello, es conveniente analizar las causas de que ello suceda. A nuestro juicio, la principal razón es que la regulación de la rehabilitación parte de la base de que sus protagonistas son los particulares y no las empresas.

Por una parte, no hay normas que permitan el desalojo y posterior realojo de las viviendas necesarias para proceder a la rehabilitación integral de un edificio, ya que, al menos desde la transformación cualitativa del sistema de tenencia de las viviendas, que ha pasado de ser mayoritariamente en alquiler, como ocurría en 1964, a ser mayoritariamente en propiedad, la norma que lo permitía para los edificios de un propietario único, cedidos en alquiler, cayó en desuso, sin que una norma aplicable a la propiedad horizontal la haya sustituido.

Por otro lado, la fiscalidad acentúa todavía más ese protagonismo del particular y no de la empresa, como quedará expuesto posteriormente.

Todo ello además de los graves problemas que supone el cumplimiento de las normativas tecnológicas y de las ordenanzas municipales, cuando se trata de adaptar un edificio proyectado y construido hace muchos años, para cumplir una normativa muy distinta de la actual;  normas que carecen de la necesaria flexibilidad.

Como consecuencia de todo ello, el coste de los edificios rehabilitados, casi siempre ubicados en el centro de las poblaciones, porque es donde están los barrios antiguos, es más elevado que el coste de un edificio de nueva construcción; y ese es uno de los factores fundamentales que explican la poca importancia de esa actividad en nuestra economía.

A los fines de incentivar la rehabilitación se consideran necesarias las medidas que a continuación quedan expresadas.

MEDIDAS CONCRETAS.

1.-
Necesaria coordinación entre las Administraciones concurrentes.
El principal problema de la rehabilitación es la conexión entre las diferentes normativas concurrentes (estatal y autonómica), esto es, la ausencia de un cuerpo normativo integral, que obliga a un estudio muy pormenorizado de cada caso concreto. Así, habría que realizar una refundición integradora de la normativa existente.
2.-
Existencia de un marco normativo adecuado.

Asimismo, y como premisa fundamental, es necesario poder contar con un marco jurídico adecuado que proporcione, tanto a las empresas promotoras, como a los particulares afectados por las actuaciones de rehabilitación, de seguridad jurídica y de garantías.

Es asimismo importante un Plan Estratégico municipal (idealmente enmarcado dentro de un Plan de Estrategia Territorial de carácter autonómico).

Una de las grandes asignaturas pendientes de la legislación urbanística es la regulación del suelo clasificado como urbano, y específicamente, de aquellos ámbitos necesitados de una actuación de rehabilitación integral.

· Para conseguir con éxito la rehabilitación de las ciudades, la norma autonómica debe tener muy presentes dos principios fundamentales: La iniciativa privada es esencial en la regeneración de las ciudades. Las administraciones públicas y los propietarios necesitan la intervención de los empresarios especializados en el sector inmobiliario, ya que la iniciativa privada sólo tendrá lugar cuando la viabilidad económica de las operaciones esté garantizada. 

· Hay que definir asimismo quién es el titular del exceso de edificabilidad resultante de la rehabilitación, que debería otorgarse al rehabilitador. Es necesario que se abran a la iniciativa privada propuestas concretas de intervención, que la Administración puede adjudicar directamente, o bien a través de un concurso, o mediante una colaboración público/privada (por ejemplo, a través de Sociedades mixtas).
· Una cuestión fundamental es posibilitar el recurso a determinados instrumentos de actuación, como la expropiación, para el caso de que la oposición de alguno de los propietarios afectados por la actuación de rehabilitación, pueda llegar a impedir el llevar a cabo la misma. En este sentido, es indudable que la posibilidad de llevar a cabo expropiaciones, no sólo no resulta contraria a la iniciativa privada, sino que muchas veces, es la única vía para posibilitarla.

De hecho la posibilidad de recurrir a la expropiación está expresamente prevista en algunas normas autonómicas (p.ej., la La Ley 9/2001, del Suelo de la Comunidad de Madrid en caso de incumplimiento de los los deberes de conservación, mantenimiento y, en su caso, rehabilitación de los inmuebles legalmente exigibles (art. 138.1.c.4) y por la inadecuación de los inmuebles a las condiciones mínimas legalmente establecidas para su dedicación al uso en ellos establecido (art. 138.1.d).
Como alternativa, y a la vista de las dificultades para que este instrumento sea aceptado por la Comunidad de que se trate, se propone partir de otros conceptos, como el de ruina, estableciendo factores objetivables, entre los que se apuntan –con mero carácter enunciativo- los siguientes:

· Condiciones higiénicas y de habitabilidad.

· Accesibilidad.

· Seguridad.

· Dimensiones mínimas admisibles.
· Como se ha dicho anteriormente, la fiscalidad que recae sobre la actividad de rehabilitación debe ser objeto de reforma, desde varios aspectos:

· En primer lugar, cuando se adquiere un edificio con intención de rehabilitarlo hay que tributar por Impuesto de Transmisiones Patrimoniales, como si se tratara de una manifestación de riqueza y de poder adquisitivo, que es lo que grava ese impuesto, en vez de tributar por IVA que es el impuesto habitual en las adquisiciones de materia prima por parte de las empresas. Eso hace que ese impuesto que no es deducible, incremente los costes de la empresa y, por tanto, el precio de venta final del edificio rehabilitado. Así, convendría eliminar el ITP en la compra de edificios o viviendas a rehabilitar, al entenderlo como compra de materia prima. Como mínimo debería extenderse la aplicación de tipos reducidos, no sólo por motivos incentivadores sino para evitar los tratamientos tan desiguales que hoy se dan en las diferentes Comunidades Autónomas (vgr. 7% en Madrid frente a 2% en Andalucía).

· Pero el impuesto en el cual el efecto es más perceptible es el IVA. El IVA, recordémoslo, es un impuesto que grava el valor añadido que crea la actividad empresarial y se caracteriza porque es soportado íntegramente por el consumidor final, mientras que las empresas pueden deducir del IVA que facturan el IVA soportado. 

Dicho en otras palabras la regla de oro del IVA es que lo soportan íntegramente los consumidores finales y jamás las empresas, que sólo transforman materia prima en producto terminado, añadiéndole valor.

Sin embargo, el régimen del IVA en la rehabilitación es sumamente complicado: por una parte, como ya hemos dicho, la adquisición de la materia prima, el edificio a rehabilitar, no tributa por IVA a menos que su propietario fuera una empresa, caso poco frecuente.

Pero, lo que es más grave, el impuesto sobre el incremento de valor por los bienes y servicios contratados por el empresario para transformar ese edificio y devolverle su habilidad para cumplir su función sólo es deducible si se cumplen dos condiciones, una cuantitativa y otra cualitativa. Por una parte, la obra de que se trate debe consistir en una actuación sobre cimientos, estructura, fachada, cerramientos o cubiertas; si no afecta a esos elementos, el IVA no podrá deducirse; por otra parte, sólo será deducible el impuesto si el valor de la obra ejecutada supera el 25% del valor del edificio, y, con los actuales precios de repercusión de suelo en los centros urbanos es muy difícil cumplir esta exigencia en muchos casos. 

Y en cuanto no se cumple, la adquisición va gravada por Transmisiones Patrimoniales y la obra y sus gastos asociados por el tipo general de IVA. La empresa va a prorrata sin posibilidad de deducirse el 100% de IVA y la operación queda gravada con un sobrecoste fiscal que hay que trasladar al comprador final y que además constituye una injusta situación de penalización frente a la obra nueva, es decir, todo lo contrario a una supuesta necesidad de incentivación. Todo eso demuestra la afirmación inicial: se piensa que el promotor de la rehabilitación de un inmueble es y seguirá siendo su propietario, y se regula de acuerdo con esa creencia, sin tener en cuenta, por tanto, la actividad de las empresas que promueven la rehabilitación de inmuebles
En definitiva, hay que corregir el “concepto fiscal” de rehabilitación, distinguiendo dos clases, en función de la naturaleza de su promotor: rehabilitación de inmuebles por parte del que vaya a ser su destinatario final y por parte de un empresario que, tras rehabilitarlo, lo va a devolver al mercado en venta
En el primer caso, al ser el promotor el destinatario final del inmueble rehabilitado, ya sea vivienda o edificio, no hay razón para exonerarle del pago del IVA, puesto que es el consumidor final; se trata de una actividad de conservación del patrimonio; es el único caso en el que cabe imponer condiciones sobre la naturaleza de las obras y límites a su cuantía en relación con el valor inicial del inmueble. En el segundo caso, se trata de una actividad empresarial, por lo que no hay razón para tratarla de modo distinto que a las demás actividades empresariales, por lo que debe estar sometida al IVA sin restricción alguna. Tanto el edificio o vivienda, al ser adquirido, como después de rehabilitado, deben estar contabilizados como existencias y no como inmovilizado.

Es sintomático que la más reciente modificación de la normativa del impuesto se haya introducido por la vía indirecta de la modificación del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, para permitir que el propietario individual, consumidor final de la rehabilitación, pueda deducirse en su declaración de renta, un porcentaje de las cantidades invertidas en la rehabilitación de su vivienda, computadas sobre el valor del construido, sin incluir el suelo. Mientras que las empresas promotoras rehabilitan edificios enteros, no viviendas individuales.

· Conviene revisar nuevamente los Catálogos de edificios protegidos y flexibilizar las exigencias de los niveles de protección. 
Por ejemplo, habría que reestudiar la obligación de mantener elementos originales (a veces muy costoso y problemático), admitiendo en ocasiones su réplica pero “hecho nuevo”. 
Asimismo se sugiere que no permanezcan exigencias de protección si no está garantizado un Plan de viabilidad económica y de uso del edificio. No hay nada peor que condenar a los edificios a su inutilidad y ruina. Una buena idea es que se haga obligatorio acompañar los Catálogos de Protección de estudios de viabilidad económica de los edificios que se protegen. Otra propuesta que se nos ha hecho, quizás extrema pero que sin duda sería eficaz, consiste en facultar al propietario del inmueble catalogado para que obligue a vivir en él durante un año a la persona que propone su inclusión en el catálogo; propuesta que su autor resume diciendo que “no se puede obligar a la genta a vivir en un museo”.
En este sentido, se propone como solución provisional, a la espera de una revisión del Catálogo, el actuar mediante la revisión de las obras prohibidas, permitidas y compatibles.
· En el Ayuntamiento debe reducirse el alcance de intervención de la Comisión Institucional de Patrimonio Histórico Artístico y Natural (CIPHAN) y acotarse en lo posible sus facultades discrecionales. En el marco del talante de flexibilidad y diálogo que requiere especialmente la rehabilitación, sería conveniente establecer vías de interlocución fluida entre los promotores (y sus técnicos) y los funcionarios (o la propia Comisión) encargados de informar, con el fin de poder anticipar soluciones y acuerdos satisfactorios que descarguen las actuaciones de plazos excesivos, burocracia estéril y mal entendimiento, cuando además en muchos casos los problemas se deben a motivos técnicos sobre los que no es difícil llegar a acuerdos en una mesa. 

· Ordenanzas Urbanísticas. En general hay que revisar las ordenanzas urbanísticas aplicables en zonas de rehabilitación pues suelen estar pensadas con el mismo concepto que las de obra nueva, sin tener en cuenta a fondo las particularidades y flexibilidad que exige la rehabilitación. Así:

· Las obras de Rehabilitación de los edificios céntricos suponen un enorme esfuerzo logístico. Su dificultad es mucho mayor que aquellas de obra nueva en los nuevos desarrollos, no sólo por su complejidad técnica, sino también por actuar en calles de dimensiones muy reducidas en algunos casos. Las ordenanzas municipales son absolutamente rígidas y dificultan muchísimo situaciones tan necesarias como el establecimiento de medios de elevación mecánico, ocupación temporal de aceras y otras medidas primordiales.
· Limitaciones de superficies mínimas o número máximo de viviendas que impiden la adecuada mezcla de tamaños de viviendas en las promociones, o la reconversión en edificios de viviendas pequeñas que, en determinadas zonas, son las que tienen más salida comercial en venta o en alquiler. 
· Otras limitaciones a revisar son las referidas a dotaciones de aparcamiento que también impiden en muchos casos la reconversión en viviendas más pequeñas. Por ejemplo, cuando no se permite ampliar el número de viviendas existentes si no se proporciona dotación suficiente de aparcamiento, pues si las viviendas son de 300 m2 y tienen una salida comercial difícil o imposible, el edificio queda descartado desde un enfoque empresarial. Hay que estudiar muy bien por tanto las exigencias de dotaciones de aparcamiento en las áreas susceptible de rehabilitación y buscar soluciones alternativas que muchas veces no serán particulares del propio edificio sino de barrio (nuevas dotaciones de parkings colectivos residenciales).
· Bajo nuestro punto de vista, los patios de manzana que están proyectados en algunas áreas de planeamiento responden a una quimera.
· Además de los tres niveles de ayudas contemplados en los actuales Planes de Vivienda (Áreas, edificios, viviendas aisladas), habría que contemplar expresamente y priorizar las actuaciones por manzanas completas, como unidad susceptible de ayudas y convenios. Para este nivel de actuaciones son imprescindibles convenios entre la/s Administraciones para afrontar la problemática de desalojos y realojos. Dada la complejidad y alto coste de estos procesos de realojo es importante sumar ayudas, por lo que podría pensarse en el establecimiento de reservas específicas de ayudas con esta finalidad en los tres niveles de la Administración.

· Agilidad: No sólo en plazos de tramitación de Licencias, sino también en los desalojos que desgraciadamente nos vemos obligados a tramitar ante las instancias judiciales. En demasiadas ocasiones ya, nos hemos encontrado con que un edificio en tramitación de Licencia se ocupa por ventajistas “profesionales” que, conocedores de la lenta Justicia procuran obtener un beneficio económico del promotor en su afán por mantener el edificio libre y expedito. Lamentablemente, la lentitud con que se producen las tramitaciones de Licencias provocan que algunos edificios estén llamando la atención de estos personajes y les “inviten” a su ocupación. 

· VALORACIÓN: Actualmente las tasaciones de los edificios que son susceptibles de Rehabilitar, adoptan la valoración por capitalización de rentas. Teniendo en cuenta que la mayoría de ellos están arrendados con contratos de renta antigua, nos encontramos con valoraciones irrisorias, que se alejan mucho del valor de mercado y que, por ende, dificultan enormemente su financiación hipotecaria. 
3.-
Revisión del Plan General de Ordenación Urbana. Hay que: 

· Definir normativamente los conceptos de infravivienda y edificio inadecuado, a fin de contar con un instrumento jurídico para poder intervenir.

· Posibilitar que esa intervención se realice en las mejores condiciones posibles de edificabilidad, al menos, manteniéndola. No cabe olvidar que la pérdida de edificabilidad provoca el efecto de frenar las iniciativas privadas de rehabilitación. 
· A la vista de la carencia de equipamiento, procurar que el equipamiento que pueda obtenerse con la rehabilitación (aprovechamiento de plantas bajas…) no compute.

4.-
Se apunta, además de las anteriores, como una cuestión a tomar en consideración la problemática registral derivada de los procesos de rehabilitación, debido a las frecuentes reticencias de los Registradores de la Propiedad, no familiarizados con estos procesos.
5.-
Adecuada Gestión de la problemática social que generan los procesos de rehabilitación.
Hay que buscar un punto de equilibrio entre la viabilidad económica y la viabilidad social de la operación, ya que desde este último punto de vista, hay una realidad subyacente y es que algunos de los afectados tienen que perder su condición de residentes y que los que permanecen tienen que tener capacidad económica para pagar la obra.
Hay que fijar un porcentaje de aceptación de los afectados a partir del cual la operación se justifique socialmente.
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